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Introducción

Desde el Trabajo Social y desde muchas profesiones se desarrollan diferentes percepciones en torno a la construcción de un concepto o definición de cómo se entiende un hecho social. En este sentido la discapacidad, tal como se desarrollará más adelante, fue definida y construida social e históricamente. Por lo cual, implicó diversas formas de tratamiento por parte de la sociedad e intervenciones del Estado. En tanto los cambios expresados en la sociedad propusieron nuevas perspectivas, que dieron lugar al marco los Derechos Humanos de las personas con discapacidad. Por ende tales transformaciones habilitaron a las distintas profesiones de las ciencias sociales a realizar una diversidad de aportes.
Cabe destacar que la mayor parte de las investigaciones que se llevaron a cabo dentro del campo de las ciencias sociales en relación a la discapacidad, indagan sobre la construcción social del concepto de manera histórica. Asimismo acentúan las transformaciones del modo de comprenderla y definirla desde la sociedad, y de igual manera consecuentemente en las normativas que tuvieron lugar desde el Estado. Otras investigaciones también hacen hincapié en cómo se auto perciben las personas con discapacidad y como ello repercute en sus vidas. Sin embargo, no fue posible detectar investigaciones que recuperen la perspectiva de los profesionales que intervienen en la definición de la discapacidad, cómo tensionan y articulan al momento de la interdisciplina desde los diversos aportes.

Es por ello que esta investigación se propone, cómo objetivo general, analizar la incidencia de la definición de discapacidad y del protocolo de Evaluación y Certificación sobre la emisión del Certificado Único de Discapacidad (CUD), por parte del equipo interdisciplinario de la Dirección Municipal de Ayuda y Promoción al Discapacitado (DIMAPAD) del municipio de San Miguel, durante el período de noviembre 2016 a enero 2017. Por lo tanto, para la consecución del mismo fue preciso establecer los siguientes objetivos específicos: en primer lugar, caracterizar el protocolo normativo utilizado para la realización de la evaluación que establece la entrega del CUD; en segundo lugar, indagar la definición del concepto de discapacidad del equipo interdisciplinario de la DIMAPAD; por último analizar la incidencia de la definición de discapacidad y el protocolo en la emisión del CUD.

En síntesis, este trabajo pretende analizar cómo se desarrolla esta valoración de la discapacidad, por medio de las definiciones propuestas por los profesionales y la implementación del protocolo. Por lo que entonces, desde una mirada reflexiva y crítica plasmar aportes hacia la discusión de estas definiciones construidas desde lo social, generando un antecedente en relación a cómo la interdisciplina habilita o no influencias en dicha definición.

Desarrollo

A continuación, serán presentadas diversas investigaciones que permiten conocer acerca de las construcciones sociales respecto de la discapacidad, vista entonces desde el tratamiento por las sociedades a través de los marcos normativos y cómo ello repercute en las personas con discapacidad y sus familias.

Rodríguez (S/f.) propone un recorrido histórico en relación a la construcción simbólica de la discapacidad de acuerdo a los cambios socio-culturales. En este sentido, sugiere identificar que los aspectos conceptuales de dichos procesos son esenciales para el abordaje del Trabajo Social. Da cuenta entonces de tres modelos de construcción social. En el primero de ellos, denominado de prescindencia, desde lo religioso relacionaba el origen de la discapacidad como consecuencia del enojo de los dioses, donde las personas eran percibidas como una carga social. Luego con los avances en la ciencia y la medicina se desarrolla un segundo modelo definido como médico-rehabilitador, con el que se despliegan a creación de espacios y servicios institucionalizados, concibe que las causas que originan la discapacidad no son religiosas sino científicas. Se incluye a las personas en la medida en que sean rehabilitadas o normalizadas, basándose en una actitud paternalista y caritativa. El tercer modelo, denominado social, es aquel que considera que las causas que originan la discapacidad son estructuradas de manera social. De esta manera, concluye que la perspectiva social de la discapacidad presenta cuestiones pendientes para orientar las políticas sociales y en la eliminación de la discriminación de las personas con discapacidad, ya que estos modelos históricos conviven en la actualidad. Por tanto, el concepto de capacidad (modelo social), da paso al modelo de la diversidad, donde el concepto de dignidad es clave en la participación y aceptación social. Lo que supera categorizaciones estancas, para dar lugar a políticas que incluyan la diversidad de la sociedad, si bien parte de los mismos fundamentos, eleva la discriminación por motivos de discapacidad como una cuestión de vulneración de los Derechos Humanos.
Por su parte, Fuentes (2014) en su investigación, indaga principalmente cuestiones normativas de la discapacidad en la República Argentina. Explica a través de un recorrido histórico los cambios y la amplitud del concepto desde la Edad Media a la actualidad. Destaca con mayor relevancia las reformas de 1994 en la Constitución Nacional donde se menciona expresamente a las personas con discapacidad. Lo que, por medio de la adhesión en el año 2006 a la Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, implicó posicionar al Estado como responsable de garantizar la dignidad e igualdad, haciendo frente a las barreras creadas por la sociedad, situando al individuo en el centro de las decisiones. Este marco da lugar a la creación de la Comisión de Salud del Consejo Federal de Discapacidad. Consecuentemente por medio de la convención se adhiere a la CIF, herramienta aprobada por la Organización Mundial de la Salud (OMS). Para la CIF la clasificación del funcionamiento humano es tanto positivo como negativo, y por ello utiliza términos más flexibles. En este sentido “discapacidad” es remplazado por “limitación en la actividad”, y el término “minusvalía” por “restricción a la participación”. En concordancia, la “salud” tendría dimensiones positivas y negativas, la primera en cuanto a funciones, actividades y participación, y la segunda en relación a la “deficiencia”, limitaciones en la actividad” y por la “restricción en la participación”. Por medio de la Resolución 675/2009 del Ministerio de Salud de la nación se aprueba el modelo de Certificado Único de Discapacidad y el Protocolo de Evaluación y certificación de la Discapacidad llevado a cabo por un equipo interdisciplinario que evalúa el otorgamiento.
Araya (2005) por otro lado, da cuenta acerca de la construcción de lo simbólico en el imaginario social de la discapacidad, plantea que es asociada al par sano-enfermo y al par normal-anormal, lo que favorece procesos de exclusión social de las personas con discapacidad y sus familias. Tales procesos contienen una carga ideológica de cómo son construidos de manera social. Por medio del análisis de fuentes como el Censo Nacional de Población Costarricense del año 2000, Araya determina que la pobreza, el desempleo y subempleo son los mayores obstáculos de satisfacción de las necesidades materiales, produciendo dificultades al jefe o jefa de familia con discapacidad para la inserción en el mercado laboral. Agrega que a estas múltiples dimensiones mencionadas anteriormente, son añadidas la representación social que existe en relación a la discapacidad. En el caso de las mujeres jefas de hogar con discapacidad debido a razones de género complejiza la situación. Formula entonces que la asociación de la discapacidad desde la patología, etiqueta y prescribe, por lo tanto, refuerza la exclusión. En este sentido concluye que las familias son las primeras en organizar distintas respuestas frente al hecho de tener a una persona con discapacidad. Por lo cual sugiere que, las organizaciones de la sociedad civil y la política pública deben tener presente sus particularidades. Esto habilitará servir de nexo entre lo que la sociedad ofrece y lo que la persona necesita, entre lo que realmente es la discapacidad y lo que la gente piensa que es. 
En resumen, diversas investigaciones abordan la definición de discapacidad y su construcción social, tanto como el modo en que estas influyen en los procesos de exclusión de las personas con discapacidad. Por lo cual, estas investigaciones admitieron de este modo ciertos interrogantes, los cuales no fueron respondidos en el campo de los trabajos consultados. En primer lugar, cabe preguntarse si las definiciones históricas subyacen pese a los cambios de paradigmas y en relación a estos, cuál es la incidencia o no de la definición de discapacidad de la junta evaluadora en el otorgamiento del CUD y, por último, cómo los criterios propuestos por el protocolo son evaluados para el momento de realizar el otorgamiento. En adelante se pretenderá dar cuenta de los hallazgos del trabajo de campo que han permitido poder dar respuesta en gran medida a estos interrogantes. Por lo tanto de este modo habilitar a entender los impactos de las nuevas definiciones sobre el acceso al CUD y como es que son dados estos procesos.
Metodología

La presente investigación por lo tanto, fue desarrollada desde el paradigma metodológico cualitativo.  Este pone mayor énfasis en cuestiones epistemológicas o términos teóricos más abstractos, como la construcción subjetiva de significados de las prácticas sociales, formulando marcos de referencia de manera general o provisoria (Sautu, 2003). Las investigaciones cualitativas se caracterizan por tener diseños más flexibles, lo que implica que hay cuestiones que pueden explicitarse de antemano, pero asimismo hay otras que deben ser definidas a lo largo del proceso, por lo que se encontrarán determinadas en función al acercamiento a los objetos o sujetos de interés (Marradi, 2012). 
De tal manera que este proceso de investigación, se llevó adelante en dos etapas. En primera instancia, se desarrolló un análisis de la documentación oficial, resoluciones y/o legislación gubernamental, de esta manera se buscó caracterizar el protocolo de evaluación para la emisión del CUD. Por otro lado, como segundo momento el énfasis fue puesto en la interacción con los profesionales que forman parte de la DIMAPAD con el objeto de indagar como es definida la discapacidad. El mismo es un organismo municipal, su creación se da en el marco de la Ley 24.901, la Ley 22.431 y la resolución del Ministerio de Salud de la Nación nº 675/09. Se trata de juntas descentralizadas para la ampliación del acceso a la emisión del CUD. Este depende del Servicio Nacional de Rehabilitación (SNR) y asume la facultad de la emisión del CUD, el cual tiene validez nacional por convenio entre la nación y la provincia. Para ello se recurrió a entrevistas de tipo semi-estructurada que permitieron obtener información para la presente investigación. En este sentido, la entrevista es una de las técnicas que permite conocer el universo de significaciones de los actores, como parte de una relación social a través de la cual se obtienen enunciados y verbalizaciones (Guber, 2004). 

De este modo los estudios cualitativos intentan  identificar fenómenos no anticipados y construir o aportar a teorías existentes, relacionando datos y las generalizaciones analíticas para dar cuenta de los hallazgos. Implica por lo tanto sintetizar  la información, a través de lo significativo, reconociendo patrones y elaborando un marco argumentativo para advertir la particularidad de los datos. Desarrolla un análisis sistemático, pero no involucra procedimientos estrictos ni mecánicos (Freidin, 2016).

De esta manera durante el proceso de análisis fueron utilizadas matrices cualitativas o de texto, estas consisten en el cruce o intersección de la información (Freidin, 2016). De este modo, su uso dio cuenta de las expresiones de los profesionales de manera gráfica y visual, asimismo fue necesaria la aplicación complementaria de mapas conceptuales, que facilitaron la representación de ideas teóricas e identificando relaciones, permitiendo avances en la conceptualización de los datos y o reformulación.
De la misma forma se confeccionó la guía orientativa de entrevista utilizada, por lo que a partir del análisis del protocolo y sus criterios fueron elaboradas doce preguntas, sin embargo profundizando en la temática fueron reformuladas para realizar hincapié en temas como la definición, criterios puntuales de interés, como “actividad y participación” y otras en relación a la particularidad de los casos evaluados permitiendo mayor compresión de la entrega o no del CUD. Asimismo fueron utilizadas de manera orientativa y algunas de ellas en términos más generales ya que al ser los entrevistados de diferentes disciplinas era necesario este tipo de formato. Se realizaron entonces tres entrevistas a las disciplinas involucradas, tratándose entonces de un profesional licenciado en Trabajo Social, una licenciada en Psicología y una médica especializada en el área de pediatría. 
Análisis

Como ya se ha mencionado, las prácticas según los modos que las sociedades han entendido a la discapacidad han producido diversas subjetividades, que instauran perspectivas como el par normal-anormal (Araya, 2005). Es por ello que las construcciones sociales en torno a la discapacidad y como fue entendida son fijadas por las grandes determinaciones y leyes tendenciales del complejo social (Cavalleri, 2008). 
Por lo que es necesario, para interpretar esta complejidad, indagar desde la perspectiva de la totalidad, donde se destaque la importancia de reconocer la multiplicidad de aspectos presentes de las interacciones de las dimensiones sociales, culturales, económica, política, ideológica que hacen a la definición de la discapacidad. En esta complejidad coexisten aspectos subjetivos y objetivos en el espacio de la particularidad (Cavalleri, 2008) que están presentes en el otorgamiento del CUD, definido como documento público de validez nacional emitido por una junta evaluadora interdisciplinaria que certifica la discapacidad de la persona. Entonces conocer e indagar estas dimensiones y otros elementos que se encuentren involucrados permite, como plantea Pilar Fuentes (s.f.), acceder a la reproducción problematizada de la discapacidad y su definición. Se requiere por ello, para el análisis de las definiciones del concepto de discapacidad y su incidencia particularmente en la emisión del CUD como política social, profundizar en diferentes planos de interpretación, para reconstruir e interpretar la totalidad social, descifrando la realidad de los grupos humanos expresando con mayor claridad la dimensión social de la salud/enfermedad (Arellano, Escudero y Carmona, 2008). Cabe mencionar que la política social entonces, como parte de la política pública, es definida como un conjunto de acciones y omisiones que revelan una determinada modalidad de intervención del Estado sobre una cuestión que suscita la atención, interés o movilización de diversos actores de la sociedad civil (Oszlak y O’ Donell, 1981). 

Por lo cual, las políticas públicas a nivel micro son implementadas y redefinidas por los actores que se encuentran involucrados, proponiéndole así nuevos sentidos e interpretaciones que se desarrollan de acuerdo a las subjetividades de los mismos. Es por ello que en el marco que se presenta esta investigación dentro de la junta interdisciplinaria los hallazgos dieron cuenta de las diferentes dinámicas al momento de la decisión en el otorgamiento del CUD. Supone entonces un juego de tensiones en el momento de la interdisciplina, lo que hace que cada situación sea particular y singular de cada persona que se presenta a la evaluación. Entonces implica que la lectura de vulnerabilidad de cada situación problemática se encuentra definida desde un enfoque de singularidad, comprendiendo la posibilidad instituyente de todo sujeto pleno, con potencialidades y condicionantes, lo que lleva al profesional a reconocer al otro, como un sujeto de derecho. Exige de este modo la reflexión sobre las condiciones socio-históricas para concebir sus necesidades e intereses y deseos. Refiere a cómo lo macro se inscribe en lo micro, y cómo el sujeto es participe en la comprensión de su situación (Cazzaniga, 2005). 
Así los criterios de valoración exponen cómo el Estado y la sociedad asumen la obligación del cuidado de sus miembros, se conforman como expresión institucionalizada, fusiona reivindicaciones y derechos sociales, por lo cual los recursos se fundamentan en la determinación jurídica, resultado de la sanción de las leyes donde el derecho social y responsabilidad del Estado se proyectan (Escalada, 2004). Del mismo modo, el concepto de discapacidad, en términos de la Ley 24.901, engloba en el artículo 9º a toda aquella persona que padezca “una alteración funcional permanente o prolongada, motora, sensorial o mental, que en relación a su edad y medio social implique desventajas considerables en su integración familiar, social, educacional o laboral”. Por su parte, la OMS propone el concepto de discapacidad como un término que involucra las deficiencias, las limitaciones en actividad y las restricciones en la participación. Estas definiciones por lo tanto, dan cuenta entonces de la complejidad en torno a la definición de discapacidad, que interactúa con las características del organismo humano y las características de la sociedad donde vive (Fuentes, 2014). De esta manera implica concebir al mejoramiento de la Salud/ Enfermedad como “momentos diferenciados del proceso vital humano, en constante cambio y expresión en la corporeidad humana del modo específico de apropiación de la naturaleza, bajo una determinada forma de relaciones y organización social” (Arellano, Escudero y Carmona, 2008). 
Tal es así que, el proceso de trabajo de campo, a partir de las entrevistas, permitió dar cuenta de los rasgos del pasado en cuanto al modo de evaluación de la discapacidad, el funcionamiento de la junta médica, así como también cómo era entendida a la persona.
El nuevo paradigma de valoración y definición de la discapacidad implicó concebir que “son personas con discapacidad” plantea el trabajador social “no son diminuidos, ni especiales, ni enfermos” propone que el nuevo protocolo va instalando una mirada bio-psicosocial “no solamente la persona con su secuela, si no también ver como es la relación de esa persona con el medio”. Por consiguiente, se parte de diferenciar la enfermedad de la secuela que le impida a la persona desempeñarse bien en su vida diaria. En este sentido la médica define secuela como “una patología que no se puede mejorar o le queda por mucho tiempo”.  Por ello, las nuevas normativas implicaron incluir en la evaluación no sólo la parte médica sino también la parte social, es decir cómo es esa persona en su medio ambiente, por lo que del entorno se evalúan los facilitadores o barreras que se producen por la secuela de su enfermedad. En esta línea, la psicóloga sugiere que la persona “no es un objeto de atención si no que es un sujeto de derecho”, es por ello que se busca que las juntas se integren por distintas disciplinas sostiene.
Comprender cómo se evalúa la discapacidad por parte de la junta evaluadora implicó además profundizar en las conceptualizaciones propuestas por el CUD que implementan los profesionales, fundamentalmente en relación secuela, persona y medio. En este sentido desde la perspectiva bio-psicosocial el CUD les permite, según el trabajador social, ir especificando “quizás hay duda en la secuela no pareciera tan grave pero tiene dificultades para desempeñarse en el medio y si bien la normativa desde lo médico no seria para discapacidad, pero son esos grises en el medio, el CUD te da esa posibilidad”. Por lo cual, la junta evaluadora en su totalidad coincide que el criterio es ir viendo todo, es decir los funcionamientos en su vida diaria respecto a sus pares en la sociedad con su nivel de edad.
En este sentido, sobre el protocolo de evaluación y certificación de la discapacidad los profesionales en sus entrevistas han comentado las implicancias de su implementación en la valoración de la discapacidad y otorgamiento del CUD. En relación a ello, el trabajador social lo propone como flexible “una foto, donde no hay diagnósticos cerrados”, plantea entonces que se trata de “formas, formatos, legalidades que nos permiten trabajar con las familias” agrega que a partir de este “todos podemos ir visualizando que el CUD no es para siempre y es flexible pudiendo modificar el diagnóstico” por lo que “quizás algunos diagnósticos en momentos van pero con el tiempo ves no es que no van, pero vas logrando especificar más cual es la secuela y según eso vas variando si lo doy por más o menos tiempo” en relación al vencimiento. Lo que permite sostiene “el acceso a las terapias, especificar y en caso contrario dar detalles de si el diagnóstico se agravó”. La psicóloga sostiene de manera similar que “el CUD hoy busca ser una fotografía de la persona del momento, no busca ni etiquetar ni dar pronósticos de salud”. Implica para la persona otra postura ante la obra social pudiendo exigir que se cumplan todos los tratamientos. El análisis de todos los dominios propuestos por este permite dar cuenta del desarrollo de la persona en sus funciones, donde el vencimiento admite ver su evolución, en el cual los médicos de acuerdo a la patología y tratamiento determinan en cuanto se van a ver las mejorías. Por su parte la médica plantea al CUD como “una ayuda, no es para la plata, para el transporte, en las obras sociales si vos tenés CUD se te facilitan un montón las cosas”  y en relación al vencimiento la persona “tiene entonces que hacerse los estudios de vuelta y a veces capaz que no lo hace, es una manera que haga todo de vuelta a lo mejor esta empeorando y puede necesitar alguna medicación para estar mejor”. Puede distinguirse que los tres profesionales definen el CUD en términos de utilidad, el cual habilitaría determinados recursos que de otra manera sus obras sociales no accederían y, por otro lado, respecto del vencimiento como una modalidad de control en relación a los diagnósticos y su evolución.
Sobre la caracterización del protocolo cabe aclararse que este instrumento fue elaborado a partir de la CIF, lo que implica la delimitación de “líneas de corte a partir de las cuales una persona certifica o no” propone el trabajador social. Además de la evaluación médica específica, las dimensiones actividad y participación indagan acerca de la dificultad que puedan llegar a tener las personas dependiendo las secuelas en su medio. En este sentido se valora a través de dos calificadores, capacidad y desempeño. Teniendo presente a evaluar los siguientes criterios del protocolo nacional de valoración de la discapacidad provisto por la Resolución nº 675/2009: condición de salud (secuelas y etiología), fecha de iniciación del daño, equipamiento, educación, aspecto habitacional, situación sociofamiliar, funciones corporales y estructuras corporales, actividad y participación, factores ambientales, tipo de discapacidad, orientación prestacional, acompañante y validez de certificado. Se evalúa entonces a partir de los siguientes criterios: no hay deficiencia, leve, moderada y grave. Debiendo de cumplir al menos con ocho o nueve de ellos, de nivel severo y acompañado con la parte de estructura y funciones físicas. Por lo tanto, su implementación permite la homogenización de criterios para la evaluación y certificación, son tomados en cuenta de manera complementaria, teniendo presente la particularidad de cada situación, la valoración de la discapacidad queda sujeta a las miradas de los profesionales de la junta evaluadora interdisciplinaria. Lo que generó asimismo diversos impactos, tanto en el modo de definir la discapacidad por los profesionales así como también en las percepciones de las personas que se presentan para obtener el CUD. En este sentido, el trabajador social propone que “va estableciendo en todo el público que hay otra flexibilidad, no  es para siempre es un instrumento como la formalidad que se necesita para este trámite”.  Sucede entonces que “se presentan familias que tienen miedo que sea para siempre y otras que vienen por el CUD porque lo sienten como la seguridad” agrega. Por su parte,  la psicóloga añade que es lo más difícil trabajar con la comunidad de San Miguel y José C. Paz, propone que “hay una confusión muy grande con lo que tiene que ver con la discapacidad y viene siempre de la mano con necesidades o con pobreza”, entiende que “el certificado vehiculiza otras cosas como el beneficio de viajar gratis, obtener una pensión dejando de ser algo propio de la salud. La junta le pone este plus como concientización pero todavía cuesta”. En esta misma línea la médica plantea que:

“hay gente que quiere ser discapacitada y viene por cualquier cosa, otros que vienen y se sienten mal. La estigmatización hay que cambiarla, esto es un papel que me habilita para tener un beneficio por la secuela” por lo que “es necesario explicar que hay una normativa…aunque haga la denegatoria explico porque y si entrego el CUD explico para que sirve que es lo que tiene que hacer”.
 Aquí puede comprobarse cómo la construcción social de la discapacidad también genera sentidos en los sujetos como comentan los profesionales. Sobreviene entonces una construcción de la discapacidad perdurable en la vida de las personas, lo que la junta evaluadora trata de romper en su práctica cotidiana en la evaluaciones. 
En efecto, “no esta predestinado a ser un discapacitado con las mismas características toda su vida, ahí se les explica a los padres esto de la mayor estimulación, mayor posibilidad de independencia para ese niño, transitando las instituciones que pueda transitar. Que la familia lo vea como un sujeto… les cuesta un poco más todavía esto, no logran ver a esa persona con discapacidad como un sujeto de derecho con posibilidad de elegir”, explica la psicóloga la intención “no es etiquetar de por vida un discapacitado considerándolo un objeto, es una persona con discapacidad en este momento”.
“Hay personas con discapacidad que están muy integrados a la sociedad capaz que ni requieren el certificado, pero lógico que es una persona mas propensa a necesitar la obra social o acceder a algunos derechos siempre es una herramienta” por lo que “se generan dudas, a veces uno va viendo, esta en construcción el CUD no es que se improvisa sino que se va profundizando” comenta el trabajador social. 
Lo que habilita a distinguirse entonces que no existe una definición establecida de discapacidad ya que implica una evaluación de diversas dimensiones por la complejidad y particularidad de la persona. Sin embargo la perspectiva bio-psicosocial involucra entender a la persona en su integralidad y su relación con el medio, valorando tanto las potencialidades y como condicionantes en este proceso de definición. Lo que supone esta construcción constante y dinámica prescindiendo de una definición estática y de por vida, que traspasa lo estrictamente normativo, valiéndose de él para más precisamente plantear un orden de evaluación y valoración, más que definición de la discapacidad establecida de manera homogénea si no diversa.  
Por otro lado, una vez evaluada la discapacidad también se tiene presente la validez del certificado, el cual es especificado por la junta evaluadora dentro de un mínimo de seis meses a diez años. 
Su determinación implica entonces “concientizar que esta instancia es una documentación de la persona, que habla de cómo está su estado de salud en este momento, no busca ser un documento de identidad y en relación al sistema de salud la pone en un lugar diferenciado”, sugiere la psicóloga y de igual forma el trabajador social. 
Explican que hay patologías que quizás no tendrán evolución, sin embargo puede ser reevaluadas ante el surgimiento de alguna fatalidad. Es también “un juego muy perverso con las obras sociales” expresa la psicóloga, se trataría de casos donde al no figurar en el CUD una limitación motora porque eso surgió como agravamiento no son otorgados los tratamientos, debiendo las personas volver a realizar la evaluación. Este tipo de circunstancias a las cuales las familias se ven expuestas por las respuestas del propio sistema de obras sociales hace a la comunidad “apurarse para hacerse el CUD por cierto temor y por ahí no califica todavía como para hacer una discapacidad” manifiesta la psicóloga, la médica sugiere que “yo les digo si vos te curas en dos años yo el CUD te lo saco para evitar el rotulo de discapacidad”, es por ello que si el diagnóstico cambia se agrava se realiza otro CUD a partir de la nueva condición en cualquier momento.

Por lo que las percepciones en torno a la obtención del CUD, originadas por las evaluaciones previas al nuevo protocolo, eran relacionadas a la posibilidad de acceder a beneficios económicos a través de pensiones provinciales y nacionales. Estas existieron a partir de establecer un porcentaje de invalidez, relacionadas  a la invalidez laboral, las cuales “a medida que se fue especificando lo que es discapacidad, ahí si se notó una diferencia. Puede haber una invalidez laboral pero tal vez acá no se establece como discapacidad” comenta el trabajador social. 
Por su parte, la psicóloga expresa que “antes se ponía a la persona en una posición de decir tengo discapacidad entonces tengo que tener un beneficio económico. El certificado es un certificado de salud no social pero bueno hoy todavía nos encontramos con estas situaciones al momento de la evaluación vengo a renovar la pensión dice la gente".  
Por otro lado, el cambio propuesto por la resolución establece reformas en cuanto a las profesiones que tienen incidencia en la implementación del nuevo protocolo. Así la resolución propuso la incorporación de un equipo interdisciplinario. En lo que respecta a la DIMAPAD, las juntas evaluadoras se encuentran principalmente compuestas por un profesional licenciado en Trabajo Social, una licenciada en Psicología y una médica especializada en el área de pediatría, con la salvedad que dependiendo el diagnóstico de la parte clínica puede variar según la especificidad. 

En este sentido en relación a las dinámicas que se presentan en la interdisciplina al momento de la evaluación:

“los tres tienen la misma jerarquía cada uno aporta su mirada. Por más que el médico tenga toda la disposición (en orientar) él maneja información desde su rol todas las otras profesiones vamos manejando desde lo específico otra información”  explica el trabajador social. 
Por su parte la médica sugiere que “fue fundamental el hecho de intervenir otras profesiones ya que se ve a la persona holísticamente no es que se ve lo que tiene si no que se la ve inserta en esa sociedad en todo sentido desde escolaridad, de trabajo, de casa de familia de todo”.
A propósito de la evaluación se desarrolla cuando la persona se presenta con toda la documentación, primeramente el médico de la junta evalúa todo lo que tiene que ver con la estructura y todo lo que tiene que ver con la funcionalidad a nivel físico. Luego los psicólogos, trabajadores sociales, kinesiólogos, psicopedagogos, preguntan acerca de la funcionalidad de la vida diaria, de esta manera desde la perspectiva bio-psicosocial es muy particular la evaluación. Es por ello que al momento de la decisión de la junta suceden distintas dinámicas que hacen a las tensiones de cada mirada profesional, entre las cuales puede suceder desacuerdos para resolver el otorgamiento del CUD, de este modo efectúan reuniones de decisión interdisciplinaria, asimismo realizan inter-consultas con SNR para poder emitir lo resuelto. En sintonía, “es una dinámica muy fluctuante que científicamente tiene cuestiones para trabajar todavía un montón pero estamos conectados, uno si tiene una duda en SNR  te contestan, te ayudan, te orientan” comenta la psicóloga. Por su parte la médica expresa que “si califica o no califica la persona, a veces estamos de acuerdo otras no, justamente esa es la idea de varias profesiones para ver como funciona el paciente” mientras que el trabajador social agrega “es posible orientar a la familia, el hecho que estén otros profesionales permite hacerlo.” Es tal esta dinámica y la particularidad de cada evaluación que tiene tres posibilidades: que se otorgue el CUD, que se niegue porque no esta dentro de la normativa o que se deje pendiente porque amerite un estudio complementario o certificado médico.
En cuanto a la descentralización de juntas evaluadoras, no solo promovió impactos a nivel de definición de la discapacidad a partir de la unificación de criterios normativos, así como también a nivel social. Este hecho permitió el aumento de la accesibilidad a las personas por la cercanía de encontrarse una junta por municipio, evitando de este modo el traslado hacia la Cuidad autónoma de Buenos Aires. En lo que respecta al funcionamiento de la DIMAPAD se ejecutan doce juntas semanales lo que hace que las personas del municipio puedan acceder rápidamente a la evaluación, en este sentido “hay lugares donde solo son solo juntas no es que esta mal, en nuestro caso la dirección al manejar otros temas, otras relaciones te va dando algo más. Se tiene otra estructura, más personal se generan otros vínculos de trabajo” expresa el trabajador social. Sin embargo “depende de cada municipio, cada junta como trabaja, no hay una forma pareja. Se tarda más o se tarde menos, no jerarquizan al paciente para discapacidad” hace hincapié la médica.

Conclusiones
Como se ha mencionado, los modelos de tratamiento de la discapacidad desarrollados por parte del Estado han producido diversas subjetividades que repercuten en la percepción de los sujetos y los modos de valoración de la misma. Por lo que la importancia de reconocer la multiplicidad de aspectos presentes de las interacciones de las dimensiones sociales, culturales, económica, política, ideológica permitió comprender las percepciones producidas previas al CUD y como siguen aún inscriptas en los sujetos. El hecho de poner énfasis en la enfermedad de las personas y no así en la secuela, valorando el funcionamiento desde lo médico dispuso percibir a la enfermedad emparentada con la discapacidad. Antiguamente la posibilidad de acceder a beneficios económicos a través de pensiones provinciales y nacionales existieron a partir de establecer un porcentaje de invalidez, relacionadas a la invalidez laboral, lo que a medida que se fue especificando lo que es discapacidad delimitó las diferencias. 

Es entonces que el nuevo paradigma de valoración y definición de la discapacidad propuso entender, desde una mirada bio-psicosocial, que son personas con discapacidad, involucrando su secuela y de igual forma la relación de esa persona con el medio. Asimismo, si bien existe una estandarización de los criterios de evaluación, por la particularidad de las situaciones es posible encontrar grises que son considerados en un juego de estas dimensiones, viendo la posibilidad de la mejora o agravamiento de los diagnósticos. Por lo cual el hecho de ver al sujeto en su integralidad permite la flexibilidad de la valoración, tal condición le otorga un carácter actual de la persona y su secuela, evitando etiquetarla y rotularla de por vida, en lo que el criterio de validez permite una modalidad de verificación en relación a los diagnósticos y su evolución. Del mismo modo como formato legal permite el acceso a recursos en salud que habiliten el tratamiento de su condición. Por lo que entonces, los profesionales afirman que el CUD está en construcción ya que no es que se improvisa sino que se va profundizando.

De esta forma, indagar en diferentes planos de interpretación para reconstruir la totalidad social de la definición actual de discapacidad de la junta evaluadora habilitó a dar cuenta que no existe una definición estática, si no por el contrario es dinámica, que de igual forma es particular y singular. A diferencia del pasado, hoy se toman presente no solo los aspectos médicos si no también los sociales que dificulten a esa persona su desarrollo en el medio. Por lo que entonces, si bien a nivel macro la Ley 24.901 establece una definición de discapacidad, la misma en el nivel micro es vista desde la particularidad de los sujetos es decir, las características del organismo humano y las características de la sociedad donde vive, por lo tanto, lo que involucra las deficiencias, las limitaciones en actividad y las restricciones en la participación haciendo entonces mayor el nivel de complejidad en su definición.
Parte de esta complejidad involucra la dinámica que se presenta en la interdisciplina en el momento de la evaluación y definición de la discapacidad. En lo que respecta a la perspectiva bio-psicosocial proporciona dos distintos impactos que hacen a esta definición. Por un lado, posiciona a los profesionales en relación a la misma jerarquía, ya que la información específica que cada uno de ellos otorga es de igual importancia para ser valorada, y por otro lado, la misma habilita a concebir a la persona en su integralidad. Lo que supera de esta manera la mirada clínica de la enfermedad, teniendo presente la secuela y el desarrollo de la persona en su medio. 
En síntesis, la valoración de la discapacidad y su definición a partir de la presente investigación se concluyó es construida desde lo social, desde la interdisciplina circunscribiendo a una mirada integral del sujeto en relación con la sociedad. 
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